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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 5691 LEY 3/2006, de 29 de marzo, de modificación 

de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, para adecuar 
la aplicación de la regla de prorrata a la Sexta 
Directiva europea.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 

sobre el Valor Añadido, supone la transposición a nuestro 
derecho interno de las previsiones contenidas en la Direc-
tiva 77/388/CEE de 17 de mayo de 1977, Sexta Directiva del 
Consejo en materia de armonización de las legislaciones 
de los Estados miembros relativas a los impuestos sobre 
volumen de negocios.

La Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fisca-
les, Administrativas y del Orden Social, modificó los artícu-
los 102, 104 y 106 de la Ley del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. Como consecuencia de esta modificación, a par-
tir del 1 de enero de 1998 la percepción de subvenciones 
que no formaran parte de la base imponible de este 
Impuesto implicaba una limitación en el derecho a la 
deducción para los empresarios o profesionales. El Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Europeas, en su Sen-
tencia de 6 de octubre de 2005, dictada en el asunto
C-204/03, la Comisión contra el Reino de España, ha 
declarado que las previsiones contenidas en los artículos 
102, 104 y 106, en su versión modificada por la Ley 66/1997, 
no eran conformes con la Sexta Directiva, lo que obliga a 
modificar estos preceptos. Según se señala en la Senten-
cia, únicamente cabe la inclusión de las subvenciones no 
vinculadas al precio de las operaciones en el denomina-
dor de la prorrata cuando los empresarios o profesionales 
que las perciban estén obligados a su aplicación por rea-
lizar operaciones que generan el derecho a la deducción 
junto con otras que no lo generan. Esta es la facultad que 
tienen los Estados miembros de acuerdo con el artículo 19 
de la Sexta Directiva según se interpreta por el Tribunal de 
Justicia.

A pesar de lo anterior, no se considera razonable el 
mantenimiento de esta restricción en los términos en que 
se ha formulado. Por el contrario, se entiende preferible la 
eliminación de toda restricción en el derecho a la deduc-
ción como consecuencia de la percepción de subvencio-

nes no vinculadas al precio de las operaciones, evitando 
de esta manera que la realización de operaciones limitati-
vas del derecho a la deducción pueda traer como conse-
cuencia una limitación desproporcionada en este derecho 
al incluir estas subvenciones en el denominador de la 
prorrata, cuando a falta de dichas operaciones no cabe la 
citada inclusión.

Para llevar a efecto estos cambios, se modifican los 
artículos 102, 104 y 106 de la Ley 37/1992, de 28 de diciem-
bre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. Igualmente, y al 
objeto de dar coherencia a otros preceptos de la misma 
Ley, se modifican los artículos 20.Dos, 112.Dos y 123.Uno 
A) y C) de esta Ley.

Asimismo, aunque la sentencia de la que traen causa 
las modificaciones que se realizan no es aplicable en las 
Islas Canarias, al ser éste un territorio excluido del ámbito 
de armonización de los impuestos sobre el volumen de 
ventas, se considera conveniente introducir en el Impuesto 
General Indirecto Canario las mismas modificaciones 
introducidas en el Impuesto sobre el Valor Añadido, dando 
nueva redacción a los preceptos de la Ley 20/1991, de 7 de 
junio, reguladora de aquél, que inciden sobre este parti-
cular.

Artículo único. Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 20.Dos, que 
queda redactado como sigue:

«Dos. Las exenciones relativas a los núme-
ros 20.º, 21.º y 22.º del apartado anterior podrán ser 
objeto de renuncia por el sujeto pasivo, en la forma 
y con los requisitos que se determinen reglamenta-
riamente, cuando el adquirente sea un sujeto pasivo 
que actúe en el ejercicio de sus actividades empre-
sariales o profesionales y, en función de su destino 
previsible, tenga derecho a la deducción total del 
Impuesto soportado por las correspondientes adqui-
siciones.

Se entenderá que el adquirente tiene derecho a 
la deducción total cuando el porcentaje de deduc-
ción provisionalmente aplicable en el año en el que 
se haya de soportar el Impuesto permita su deduc-
ción íntegra, incluso en el supuesto de cuotas sopor-
tadas con anterioridad al comienzo de la realización 
de entregas de bienes o prestaciones de servicios 
correspondientes a actividades empresariales o pro-
fesionales.»

Dos. Se da nueva redacción al artículo 102.Uno, que 
queda redactado como sigue:

«Uno. La regla de prorrata será de aplicación 
cuando el sujeto pasivo, en el ejercicio de su activi-
dad empresarial o profesional, efectúe conjunta-
mente entregas de bienes o prestaciones de servi-
cios que originen el derecho a la deducción y otras 
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operaciones de análoga naturaleza que no habiliten 
para el ejercicio del citado derecho.»

Tres. Se da nueva redacción al artículo 104.Dos.2.º, 
que queda redactado como sigue:

«2.º En el denominador, el importe total, deter-
minado para el mismo período de tiempo, de las 
entregas de bienes y prestaciones de servicios reali-
zadas por el sujeto pasivo en el desarrollo de su 
actividad empresarial o profesional o, en su caso, en 
el sector diferenciado que corresponda, incluidas 
aquellas que no originen el derecho a deducir.

En las operaciones de cesión de divisas, billetes 
de banco y monedas que sean medios legales de 
pago, exentas del impuesto, el importe a computar 
en el denominador será el de la contraprestación de 
la reventa de dichos medios de pago, incrementado, 
en su caso, en el de las comisiones percibidas y 
minorado en el precio de adquisición de las mismas 
o, si éste no pudiera determinarse, en el precio de 
otras divisas, billetes o monedas de la misma natu-
raleza adquiridas en igual fecha.

En las operaciones de cesión de pagarés y valo-
res no integrados en la cartera de las entidades 
financieras, el importe a computar en el denomina-
dor será el de la contraprestación de la reventa de 
dichos efectos incrementado, en su caso, en el de 
los intereses y comisiones exigibles y minorado en 
el precio de adquisición de los mismos.

Tratándose de valores integrados en la cartera 
de las entidades financieras deberán computarse en 
el denominador de la prorrata los intereses exigibles 
durante el período de tiempo que corresponda y, en 
los casos de transmisión de los referidos valores, las 
plusvalías obtenidas.

La prorrata de deducción resultante de la aplica-
ción de los criterios anteriores se redondeará en la 
unidad superior.»

Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 106.Uno, 
que queda redactado como sigue:

«Uno. El ejercicio del derecho a deducir en la 
prorrata especial se ajustará a las siguientes reglas:

1.ª Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados exclusivamente en la realización de opera-
ciones que originen el derecho a la deducción 
podrán deducirse íntegramente.

2.ª Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados exclusivamente en la realización de opera-
ciones que no originen el derecho a deducir no 
podrán ser objeto de deducción.

3.ª Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados sólo en parte en la realización de operacio-
nes que originen el derecho a la deducción podrán 
ser deducidas en la proporción resultante de aplicar 
al importe global de las mismas el porcentaje a que 
se refiere el artículo 104, apartados Dos y siguien-
tes.

La aplicación de dicho porcentaje se ajustará a las 
normas de procedimiento establecidas en el artícu-
lo 105 de esta Ley.»

Cinco. Se da nueva redacción al artículo 112.Dos, 
que queda redactado como sigue:

«Dos. El porcentaje definitivo a que se refiere 
el apartado anterior se determinará según lo dis-
puesto en el artículo 104 de esta Ley, computando al 
efecto el conjunto de las operaciones realizadas 

durante el período a que se refiere el citado apar-
tado.»

Seis. Se da nueva redacción al artículo 123.Uno.A), 
que queda redactado como sigue:

«A) Los empresarios o profesionales acogidos 
al régimen simplificado determinarán, para cada 
actividad a que resulte aplicable este régimen espe-
cial, el importe de las cuotas devengadas en con-
cepto de Impuesto sobre el Valor Añadido y del 
recargo de equivalencia, en virtud de los índices, 
módulos y demás parámetros, así como del procedi-
miento que establezca el Ministro de Economía y 
Hacienda.

Del importe de las cuotas devengadas indicado 
en el párrafo anterior, podrá deducirse el importe de 
las cuotas soportadas o satisfechas por operaciones 
corrientes relativas a bienes o servicios afectados a 
la actividad por la que el empresario o profesional 
esté acogido a este régimen especial, de conformi-
dad con lo previsto en el Capítulo I del Título VIII de 
esta Ley. No obstante, la deducción de las mismas 
se ajustará a las siguientes reglas:

a) No serán deducibles las cuotas soportadas 
por los servicios de desplazamiento o viajes, hoste-
lería y restauración en el supuesto de empresarios o 
profesionales que desarrollen su actividad en local 
determinado. A estos efectos, se considerará local 
determinado cualquier edificación, excluyendo los 
almacenes, aparcamientos o depósitos cerrados al 
público.

b) Las cuotas soportadas o satisfechas sólo 
serán deducibles en la declaración-liquidación 
correspondiente al último período impositivo del 
año en el que deban entenderse soportadas o satis-
fechas, por lo que, con independencia del régimen 
de tributación aplicable en años sucesivos, no pro-
cederá su deducción en un período impositivo pos-
terior.

c) Cuando se realicen adquisiciones o importa-
ciones de bienes y servicios para su utilización en 
común en varias actividades por las que el empresa-
rio o profesional esté acogido a este régimen espe-
cial, la cuota a deducir en cada una de ellas será la 
que resulte del prorrateo en función de su utilización 
efectiva. Si no fuese posible aplicar dicho procedi-
miento, se imputarán por partes iguales a cada una 
de las actividades.

d) Podrán deducirse las compensaciones agrí-
colas a que se refiere el artículo 130 de esta Ley, 
satisfechas por los empresarios o profesionales por 
la adquisición de bienes o servicios a empresarios 
acogidos al régimen especial de la agricultura, gana-
dería y pesca.

e) Adicionalmente, los empresarios o profesio-
nales tendrán derecho, en relación con las activida-
des por las que estén acogidos a este régimen espe-
cial, a deducir el 1 por ciento del importe de la cuota 
devengada a que se refiere el párrafo primero de 
este apartado, en concepto de cuotas soportadas de 
difícil justificación.»

Siete. Se da nueva redacción al artículo 123.Uno.C), 
que queda redactado como sigue:

«C) Del resultado de las dos letras anteriores se 
deducirá el importe de las cuotas soportadas o satis-
fechas por la adquisición o importación de activos 
fijos, considerándose como tales los elementos del 
inmovilizado y, en particular, aquéllos de los que se 
disponga en virtud de contratos de arrendamiento 
financiero con opción de compra, tanto si dicha 
opción es vinculante, como si no lo es.
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El ejercicio de este derecho a la deducción se 
efectuará en los términos que reglamentariamente 
se establezcan.»

Disposición final primera. Modificación de la Ley 20/1991, 
de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales 
del Régimen Económico Fiscal de Canarias.

Uno. Se da nueva redacción al artículo 35, que queda 
redactado como sigue:

«La regla de prorrata será de aplicación cuando 
el sujeto pasivo, en el ejercicio de su actividad 
empresarial o profesional, efectúe conjuntamente 
entregas de bienes o prestaciones de servicios que 
originen el derecho a la deducción y otras operacio-
nes de análoga naturaleza que no habiliten para el 
ejercicio del citado derecho.» 

Dos. Se da nueva redacción al artículo 37.2.2.º, que 
queda redactado como sigue:

«2.º En el denominador, el importe total, deter-
minado para el mismo período de tiempo, de las 
entregas de bienes y prestaciones de servicios reali-
zadas por el sujeto pasivo en el desarrollo de su 
actividad empresarial o profesional o, en su caso, en 
el sector diferenciado que corresponda, incluidas 
aquellas que no originen el derecho a deducir.

Son operaciones que no originan el derecho a 
deducir, a efectos de su inclusión en el denominador 
de la prorrata las operaciones relacionadas en el 
artículo 10.1 de esta Ley realizadas por el sujeto 
pasivo dentro o fuera de Canarias, con la salvedad 
prevista en el artículo 29.4.1.º.e) de la misma, así 
como las operaciones no sujetas a que se refieren 
los números 8.º, 9.º y 10.º del artículo 9 de la pre-
sente Ley.

En las operaciones de cesión de divisas, billetes 
de banco y monedas que sean medios legales de 
pago, exentas del impuesto, el importe a computar 
en el denominador será el de la contraprestación de 
la reventa de dichos medios de pago, incrementado, 
en su caso, en el de las comisiones percibidas y 
minorado en el precio de adquisición de las mismas 
o, si éste no pudiera determinarse, en el precio de 
otras divisas, billetes o monedas de la misma natu-
raleza adquiridas en igual fecha.

En las operaciones de cesión de pagarés y valo-
res no integrados en la cartera de las entidades 
financieras, el importe a computar en el denomina-
dor será el de la contraprestación de la reventa de 
dichos efectos incrementado, en su caso, en el de 
los intereses y comisiones exigibles y minorado en 
el precio de adquisición de los mismos.

Tratándose de valores integrados en la cartera 
de las entidades financieras deberán computarse en 
el denominador de la prorrata los intereses exigibles 
durante el período de tiempo que corresponda y, en 
los casos de transmisión de los referidos valores, las 
plusvalías obtenidas.

La prorrata de deducción resultante de la aplica-
ción de los criterios anteriores se redondeará en la 
unidad superior.» 

Tres. Se da nueva redacción al artículo 39, que queda  
redactado como sigue:

«El ejercicio del derecho a deducir en la prorrata 
especial se ajustará a las siguientes reglas:

1. Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados exclusivamente en la realización de opera-
ciones que originen el derecho a la deducción 
podrán deducirse íntegramente.

2. Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados exclusivamente en la realización de opera-
ciones que no originen el derecho a deducir no 
podrán ser objeto de deducción.

3. Las cuotas impositivas soportadas en la 
adquisición o importación de bienes o servicios uti-
lizados sólo en parte en la realización de operacio-
nes que originen el derecho a la deducción, podrán 
ser deducidas en la proporción resultante de aplicar 
al importe global de las mismas el porcentaje de la 
prorrata general regulado en esta Ley.» 

Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 43.8, que 
queda redactado como sigue:

«8. El porcentaje definitivo a que se refiere el 
número anterior se determinará según lo dispuesto en 
el artículo 37 de esta Ley, computando al efecto el con-
junto de las operaciones realizadas durante el período 
a que se refiere el número 6 de este artículo.» 

Cinco. Se da nueva redacción al artículo 50.1. A), que 
queda redactado como sigue:

«A) Los sujetos pasivos acogidos al régimen 
simplificado determinarán, con referencia a cada 
actividad a que resulte aplicable este régimen espe-
cial, el importe de las cuotas devengadas en con-
cepto de Impuesto General Indirecto Canario, en 
virtud de los índices, módulos y demás parámetros, 
así como del procedimiento que establezca la Con-
sejería competente en materia de Hacienda del 
Gobierno Autónomo de Canarias.

Del importe de las cuotas devengadas indicado 
en el párrafo anterior podrá deducirse el importe de 
las cuotas soportadas o satisfechas por operaciones 
corrientes relativas a bienes o servicios afectados a 
la actividad por la que el empresario o profesional 
esté acogido a este régimen especial, de conformi-
dad con lo previsto en el Capítulo Primero del Títu-
lo II del Libro Primero de esta Ley. No obstante, la 
deducción de las mismas se ajustará a las siguientes 
reglas:

a) No serán deducibles las cuotas soportadas 
por los servicios de desplazamiento o viajes, hoste-
lería y restauración en el supuesto de empresarios o 
profesionales que desarrollen su actividad en local 
determinado. A estos efectos, se considerará local 
determinado cualquier edificación, excluyendo los 
almacenes, aparcamientos o depósitos cerrados al 
público.

b) Las cuotas soportadas o satisfechas sólo 
serán deducibles en la declaración-liquidación 
correspondiente al último período impositivo del 
año en el que deban entenderse soportadas o satis-
fechas, por lo que, con independencia del régimen 
de tributación aplicable en años sucesivos, no pro-
cederá su deducción en un período impositivo pos-
terior.

c) Cuando se realicen adquisiciones o importa-
ciones de bienes y servicios para su utilización en 
común en varias actividades por las que el empresa-
rio o profesional esté acogido a este régimen espe-
cial, la cuota a deducir en cada una de ellas será la 
que resulte del prorrateo en función de su utilización 
efectiva. Si no fuese posible aplicar dicho procedi-
miento, se imputarán por partes iguales a cada una 
de las actividades.

d) Podrán deducirse las compensaciones agríco-
las a que se refiere el artículo 57 de esta Ley, satisfe-
chas por los empresarios o profesionales por la adqui-
sición de bienes o servicios a empresarios acogidos al 
régimen especial de la agricultura y ganadería.
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e) Adicionalmente, los empresarios o profesio-
nales tendrán derecho, en relación con las activida-
des por las que estén acogidos a este régimen espe-
cial, a deducir el 1 por ciento del importe de la cuota 
devengada a que se refiere el párrafo primero de 
este apartado, en concepto de cuotas soportadas de 
difícil justificación.

f) La Consejería competente en materia de 
Hacienda del Gobierno Autónomo de Canarias 
podrá establecer una cuota mínima en función de 
las cuotas devengadas, de forma que la diferencia 
entre dichas cuotas devengadas y las cuotas deduci-
bles no pueda ser inferior a la citada cuota 
mínima.»

Seis. Se da nueva redacción al artículo 50.1.C), que 
queda redactado como sigue:

«C) Del resultado de las dos letras anteriores se 
deducirá el importe de las cuotas soportadas o satis-
fechas por la adquisición o importación de activos 
fijos, considerándose como tales los elementos del 
inmovilizado y, en particular, aquéllos de los que se 
disponga en virtud de contratos de arrendamiento 
financiero con opción de compra, tanto si dicha 
opción es vinculante, como si no lo es.

El ejercicio de este derecho a la deducción se 
efectuará en los términos que reglamentariamente 
se establezcan.»

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 2006.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, 

que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 29 de marzo de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 5692 LEY 4/2006, de 29 de marzo, de adaptación del 
régimen de las entidades navieras en función 
del tonelaje a las nuevas directrices comunita-
rias sobre ayudas de Estado al transporte 
marítimo y de modificación del régimen eco-
nómico y fiscal de Canarias.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Comunicación C(2004)43, de 13 de enero de 2004, 
de la Comisión Europea, relativa a las nuevas Directrices 
comunitarias sobre ayudas de Estado al transporte marí-
timo, emplaza a los Gobiernos de los Estados miembros a 
que, antes del 30 de junio de 2005, modifiquen sus regí-
menes de ayudas al transporte marítimo para adaptarlos 
a los criterios fijados en ellas.

Tras analizar la normativa española en materia de 
ayudas de Estado al transporte marítimo, concretamente 
el régimen de entidades navieras en función del tonelaje, 
recogido en el Capítulo XVII del Título VII del Texto Refun-
dido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, y 
compararla con las nuevas Directrices, el Gobierno espa-
ñol ha confirmado a la Comisión la aceptación de las pro-
puestas de modificar su legislación antes del 30 de junio 
de 2005, introduciendo los cambios necesarios para que 
las ayudas de Estado al transporte marítimo en España 
sean conformes con aquellas. Estas modificaciones se 
concretan en los siguientes asuntos:

Extensión del mencionado régimen a las entidades 
que realicen, en su totalidad, la gestión técnica y de 
tripulación de los buques incluidos en el régimen espe-
cial.

Se permite la aplicación del régimen a los buques de 
remolque que realicen actividad de transporte marítimo, 
entendiéndose como tal cuando menos del 50 por ciento 
de los ingresos de la actividad de remolque realizada 
durante el período impositivo procedan de la actividad 
realizada en puertos o de la prestación de ayuda a buques 
autopropulsados para llegar a puerto.

Se amplía también el régimen a las dragas que reali-
cen actividad de transporte marítimo, entendiéndose que 
existe tal cuando, durante el período impositivo, más 
del 50 por ciento de los ingresos de la actividad sea el 
depósito en el fondo del mar de los materiales extraídos. 
En este caso, la aplicación del régimen especial queda 
limitado a esta parte de actividad de transporte.

Se exige que los buques con actividad de remolque y 
de dragado que se incluyan en el régimen especial deban 
estar registrados en España o en otro Estado miembro de 
la Unión Europea.

Se permite a los interesados que puedan incluir en 
sus solicitudes buques no registrados en España o en otro 
Estado de la Unión Europea, siempre que mantengan o 
incrementen el porcentaje de tonelaje neto bajo registro 
comunitario respecto del tonelaje total de buques de la 
entidad acogidos a este régimen especial.

El incumplimiento de esta última condición supondrá 
la exclusión del régimen especial de aquellos buques que 
hayan motivado dicho incumplimiento, salvo que la enti-
dad explote al menos el 60 por ciento de su tonelaje neto 
bajo registro comunitario.

Por otra parte, el actual régimen de entidades navie-
ras en función del tonelaje fue autorizado por la Comi-
sión Europea en su Decisión de 27 de febrero de 2002. 
Ulteriormente, el Gobierno español, mediante Carta 
de 17 de noviembre de 2003, presentó una propuesta de 
modificación relativa a la inclusión en el régimen de los 
servicios prestados al buque adscrito al régimen (practi-
caje, remolque, amarre y desamarre), así como a los 
servicios relacionados con la carga del buque (carga y 
descarga, estiba y desestiba). La Comisión ha aprobado 
la propuesta de modificación en su Comunicación 
C(2004)1931/2, de 28 de mayo de 2004, por lo que tales 
actividades quedan incluidas en la explotación de 
buques propios o arrendados.

Por último, la citada Comunicación C(2004)43, en el 
apartado 3.2, «Costes salariales», establece que los Esta-
dos miembros autoricen diversas reducciones de los cos-
tes y cargas ligadas al empleo de marinos comunitarios 
en los buques matriculados en ellos, hasta alcanzar nive-
les acordes con los estándares mundiales. La propia 
Directriz indica que en el caso de los buques que presten 
servicios regulares de pasajeros entre puertos de la 
Comunidad tan sólo se considerarán, a efectos de las 
medidas aquí contempladas, como «marinos comunita-
rios» los nacionales de la Comunidad y de los Estados 
parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 


